Radicación: 660013109003-2019-00026-01

Accionante: María Ofelia Quintero Triana y otros 
Accionado: UARIV
Decisión: Confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / RECLAMACIÓN INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA, UARIV / CARGA PROBATORIA DE LA PARTE ACCIONANTE / DEBE CUMPLIRLA AL MENOS MÍNIMAMENTE NO OBSTANTE LA INFORMALIDAD DE LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL.
El Decreto 2591 de 1991 nada indica específicamente en cuanto a la formalidad probatoria en la acción de tutela, sin embargo en varios de sus apartes sí se refiere la necesidad de que se aporten para llevar al Juez al convencimiento de la realidad procesal, por ello es que el accionante está en el deber de allegar al proceso todo aquello que considere pertinente y conducente para demostrar sus dichos. Así lo ha indicado el Órgano de Cierre en materia constitucional, al dejar por sentado que en el trámite tuitivo opera el principio de onus probandi incumbit actori. (…)
Concretamente lo indicado por la parte accionante, se circunscribe en pretender por vía de tutela que se emita una orden a la entidad demandada para que le informe la fecha exacta en la que se hará efectivo el pago de la indemnización administrativa a la cual considera tener derecho, así como el monto al que accederá la misma. De allí, se desprende entonces que el asunto está estrechamente relacionado con el derecho de petición, el cual es de rango fundamental, y susceptible de protección a través de este mecanismo constitucional…

A pesar de lo anterior, y de que sea susceptible la protección de la aludida prerrogativa por medio de la acción de tutela, es importante precisar que de acuerdo a las pautas referentes a la carga de la prueba en esta materia, lo que se evidencia en este asunto es que la parte accionante no cumplió con la que por su cuenta tenía… 

En otras palabras, la información obrante en el Dossier no refleja constancia alguna de que se haya elevado por parte de la accionante algún tipo de solicitud ante la UARIV, más allá de aquella extemporánea que presentó en su escrito de impugnación, y que impetró ante la entidad demandada después de conocer lo decidido en la sentencia de primer nivel, aunado a lo cual no señala ni de forma somera, las fechas en las cuales se han realizado las supuestas peticiones, ni el contenido de éstas.
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MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, treinta (30) de abril de dos mil diecinueve (2019)

Hora: 3:30 p.m. 
Aprobado por Acta No. 404 

	Radicación: 
	66001-31-09-003-2019-00026-01

	Procedencia:
	Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira 

	Accionante: 
	María Ofelia Quintero Triana  

	Accionado: 
	Unidad de víctimas 

	Decisión: 
	Confirma


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora MARÍA OFELIA QUINTERO TRIANA, en contra de la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad, mediante el cual negó la solicitud de amparo constitucional invocada por la recurrente y otras dos personas en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS –UARIV-.

ANTECEDENTES:

Los señores María Ofelia Quintero Triana, Luis Ehtmon Martínez Quintero y Ferney Montoya Quintero, instauraron acción de tutela en contra de la Unidad de Víctimas, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, mínimo vital, igualdad y dignidad humana. Los hechos según los cuales fundamentaron su solicitud se relacionan a continuación:

· Narraron los accionantes que fueron víctimas del desplazamiento forzado desde el año 2001, debido a amenazas en contra de su vida, razón por la cual debieron desplazarse desde su lugar de origen, en el Departamento del Meta, hasta el municipio de Dosquebradas, Risaralda.
· Subsiguientemente solicitaron al gobierno el reconocimiento de los derechos que les habían sido vulnerados, por lo que la UARIV les prestó ayudas de urgencia y posteriormente recibieron otras ayudas, sin embargo expresó la accionante que desde hace tres años lleva solicitando ante esa entidad el pago de la indemnización administrativa a la cual considera tener derecho, sin que hasta ahora se les haya dado una respuesta que acredite cuándo y cómo se hará efectivo el pago.
PRETENSIONES:

Con base en los hechos anteriormente relacionados, solicitaron los accionantes que se ordene a la Unidad de Víctimas hacer efectivo el pago de la indemnización administrativa por haber sido víctimas de desplazamiento forzado. Además, se les dé a conocer con exactitud la fecha y el monto que se les va a pagar, sin ningún tipo de dilación u obstáculo.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:

El Juzgado de primer nivel avocó el conocimiento de la actuación el 11 de marzo de 2019 en contra de la UARIV, entidad a la cual ordenó correr traslado del libelo petitorio y sus anexos para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción.
La entidad guardó silencio. 

Posteriormente, al realizar un estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento resolvió mediante sentencia del 15 de marzo de 2019, declarar la improcedencia de la solicitud de amparo constitucional invocada, ello al considerar que en el presente asunto no se cumplió con el requisito de la inmediatez, puesto que si la accionante ha considerado que se le han vulnerado sus derechos fundamentales, era su obligación ejercer la acción constitucional dentro de un plazo razonable, sin embargo dejo transcurrir 17 años para acudir a la acción constitucional, además no logró acreditar una justa causa que explique los motivos por los cuales dejo pasar tanto tiempo, en una actitud pasiva y desinteresada que desvirtúa la amenaza latente de sufrir un perjuicio irremediable.

FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

Inconforme con la anterior decisión, la señora María Ofelia Quintero Triana presentó un escrito mediante el cual la impugnó; refirió que la decisión de primera instancia no se ajusta a sus pretensiones, puesto que interpuso la acción de tutela con el fin de que se le amparara el derecho a conocer la fecha exacta en la que se le pagaría la indemnización administrativa por desplazamiento forzado, por la que está inscrita en el Registro Único de Víctimas, indicó que presentó la acción de tutela debido a que en reiteradas oportunidades le ha solicitado a la UARIV que realice los trámites pertinentes para poder obtener el pago, sin embargo la Unidad no le ha dado una respuesta a su solicitud, dilatado de manera injustificada el pago de la indemnización administrativa, lo que considera una falta de respeto a su calidad de víctima.

Manifestó que carece del conocimiento de las normas para defenderse frente a las actuaciones que amenazan y vulneran sus derechos fundamentales, por lo que es deber del Estado garantizar el cumplimiento y efectividad de los derechos de los ciudadanos y que no sean los mismos servidores públicos quienes se aprovechen de la falta de conocimiento de los ciudadanos para vulnerar sus derechos, e imponerles todo tipo de desgastes de carácter administrativo. 
Indicó que conforme al artículo 34 de la Ley 1448 de 2011, el Estado debe respetar y hacer respetar los principios constitucionales, tratados y convenios internacionales que forman parte del bloque de constitucionalidad impidiendo que sus agentes con su actuar causen una vulneración de los derechos de los ciudadanos. Como ocurre en el caso concreto en que la UARIV le está negando el derecho a estar informada sobre el estado de su proceso.

Bajo dichos argumentos, reiteró el accionante las pretensiones planteadas en su escrito inicial, y solicitó que a la hora de decidir se tenga en cuenta la petición que radicó ante la UARIV el pasado 18 de marzo de 2019, (posterior al proferimiento de la sentencia de primer grado).

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema Jurídico: 
En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si, como afirma la recurrente, la Unidad de Víctimas ha vulnerado los derechos fundamentales invocados, de manera que deba revocarse la decisión de primera instancia, o si contrariamente, dicha sentencia resulta acertada en su teoría de la improcedencia de la acción de tutela por incumplimiento del requisito de inmediatez. 
3. Solución: 
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

Deberes probatorios y carga de la prueba en sede de tutela:

El Decreto 2591 de 1991 nada indica específicamente en cuanto a la formalidad probatoria en la acción de tutela, sin embargo en varios de sus apartes sí se refiere la necesidad de que se aporten para llevar al Juez al convencimiento de la realidad procesal, por ello es que el accionante está en el deber de allegar al proceso todo aquello que considere pertinente y conducente para demostrar sus dichos. Así lo ha indicado el Órgano de Cierre en materia constitucional, al dejar por sentado que en el trámite tuitivo opera el principio de onus probandi incumbit actori:
“5.3.1. Por regla general, la carga de la prueba le corresponde a las partes, quienes deben acreditar los hechos que invocan a su favor y que sirven de base para sus pretensiones. Este deber, conocido bajo el aforismo “onus probandi”, exige la realización de ciertas actuaciones procesales en interés propio, como la demostración de la ocurrencia de un hecho o el suministro de los medios de pruebas que respalden suficientemente la hipótesis jurídica defendida. De ahí que, de no realizarse tales actuaciones, según la jurisprudencia reiterada de esta Corporación, el resultado evidente sea la denegación de las pretensiones, la preclusión de las oportunidades y la pérdida de los derechos.” 

“El artículo 22 del mencionado decreto, "el juez, tan pronto llegue al convencimiento respecto de la situación litigiosa, podrá proferir el fallo, sin necesidad de practicar las pruebas solicitadas". Pero esta disposición no puede entenderse como una autorización legal para que el juez resuelva sin que los hechos alegados o relevantes para conceder o negar la protección hayan sido probados, cuando menos en forma sumaria dadas las características de este procedimiento. Su determinación no puede ser adoptada con base en el presentimiento, la imaginación o el deseo, sino que ha de obedecer a su certidumbre sobre si en efecto ha sido violado o está amenazado un derecho fundamental, si acontece lo contrario, o si en el caso particular es improcedente la tutela. A esa conclusión únicamente puede arribar el fallador mediante la evaluación de los hechos por él establecidos con arreglo a la ley y sin desconocer el derecho de defensa de las partes".

“De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente la transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. (…). Así, en principio, quien alude un hecho tiene el deber de aportar los medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la prueba.” 

En conclusión, aunque en materia de tutela la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente.

4. Del caso concreto: 

Concretamente lo indicado por la parte accionante, se circunscribe en pretender por vía de tutela que se emita una orden a la entidad demandada para que le informe la fecha exacta en la que se hará efectivo el pago de la indemnización administrativa a la cual considera tener derecho, así como el monto al que accederá la misma. De allí, se desprende entonces que el asunto está estrechamente relacionado con el derecho de petición, el cual es de rango fundamental, y susceptible de protección a través de este mecanismo constitucional; así se ha pronunciado la Corte Constitucional respecto de su procedencia:

“… cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo. En tal sentido, quien encuentre que la respuesta a su derecho de petición no fue producida en debida forma, ni comunicada dentro de los términos que la ley señala, y que en esa medida vea afectada esta garantía fundamental, puede acudir directamente a la acción de amparo constitucional.”

A pesar de lo anterior, y de que sea susceptible la protección de la aludida prerrogativa por medio de la acción de tutela, es importante precisar que de acuerdo a las pautas referentes a la carga de la prueba en esta materia, lo que se evidencia en este asunto es que la parte accionante no cumplió con la que por su cuenta tenía, pues como se dijo en párrafos anteriores, es necesario que quien pretenda verse amparado en sus derechos fundamentales por medio de este tipo de acción, muy a pesar de la informalidad que la caracteriza, debe desplegar todas las gestiones que estén a su alcance para demostrar la veracidad de sus dichos, pues no tendría lógica entrar a tutelar derechos de rango fundamental y proferir órdenes en el sentido en que ella lo pretende sin que la afectación se haya demostrado mínimamente. 

En otras palabras, la información obrante en el Dossier no refleja constancia alguna de que se haya elevado por parte de la accionante algún tipo de solicitud ante la UARIV, más allá de aquella extemporánea que presentó en su escrito de impugnación, y que impetró ante la entidad demandada después de conocer lo decidido en la sentencia de primer nivel, aunado a lo cual no señala ni de forma somera, las fechas en las cuales se han realizado las supuestas peticiones, ni el contenido de éstas. Tal situación es suficiente para determinar que no hay lugar a conceder la protección del derecho fundamental cuando no existieron bases que soportaran alguna actuación reprochable que se le pudiera endilgar a la entidad accionada.    

En situaciones como la ahora presentada, ha dicho la Corte Constitucional: 
“...En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”, ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.

 

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”. 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela.”

Acorde con lo dicho hasta ahora, se habrá de confirmar la decisión de primer nivel, al quedar establecido que la misma es improcedente, pero no por no haber acreditado el cumplimiento del requisito de inmediatez como lo señaló el a-quo, sino porque la accionante no aportó prueba alguna que permitiera atribuirle a la UARIV una presunta amenaza o vulneración de sus derechos fundamentales.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR, pero por las razones expuestas en la parte motiva de la presente decisión, el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira el 15 de marzo de 2019, con ocasión de la acción constitucional promovida por Los señores MARÍA OFELIA QUINTERO TRIANA, LUIS EHTMON MARTÍNEZ QUINTERO y FERNEY MONTOYA QUINTERO.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sentencia T-074 de 2018


� Sentencia T-131 de 2007


� Sentencia T-187 de 2009


� Corte Constitucional, sentencia T-130 de 2014, M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
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